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ición formulada, también, por el sector del taxi, la Dirección 
General nos decía que había iniciado la tramitación de un 
Decreto Ley para permitir la inmovilización del vehículo en 
el acto, introduciendo un art. 45.bis en la Ley 2/2003, lo que 
demostraba, a juicio de la Dirección General, su sensibilidad 
para resolver el problema del intrusismo en el sector del 
taxi a la mayor brevedad posible.

Por tanto, entendimos que se había aceptado nuestra 
resolución en términos generales, aunque esperábamos y 
deseábamos que con los planes de inspección y las medidas 
adoptadas se pueda garantizar que el servicio público de 
taxis pueda hacer su trabajo sin encontrarse todos los días 
con una competencia desleal por parte de personas que 
realizan actos de intrusismo en el sector perjudicando los 
intereses de aquellos, pero también creando un riesgo para 
los usuarios del que no siempre son conscientes, aparte del 
fraude que se genera en la hacienda pública y la seguridad 
social, por quienes prestan estos servicios sin reunir los 
mínimos requisitos legales. 

2.3.2
Sanciones de tráfico
El motivo de mayor presentación de quejas relacionadas 
con la ordenación del tráfico tiene por objeto manifestar la 
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disconformidad, por razones de fondo o de forma, con las 
sanciones impuestas. 

Aunque el relato inicial de los hechos denunciados por los 
interesados obliga a admitir a trámite muchas de estas 
quejas, lo cierto es que, en la mayoría de los casos y tras 
realizar una exhaustiva supervisión, no observamos actua-
ción irregular alguna por parte de los Ayuntamientos. 

No obstante, sí es cierto que existe un uso abusivo de 
modelos normalizados para facilitar la tramitación de los 
expedientes cuyo contenido, aunque formalmente cumple 
con los requisitos legales, suponen, en la práctica, una merma 
de las garantías de los interesados cuando a resultas de esa 
“normalización” la ciudadanía no ve reflejada en el contenido 
de estos escritos ni sus alegaciones ni las respuestas, o 
motivos para rechazarlas, ya que se utilizan fórmulas de 
desatención de los mismos o de las pruebas propuestas 
que no hacen una mención específica a lo manifestado por 
los interesados, sino una mera referencia genérica.

Por otro lado, se utilizan textos que pueden hacer confundir 
a los interesados sobre el valor probatorio de las denuncias 
de los agentes de la ORA (Ordenanzas Reguladoras de 
Aparcamientos, o zonas de estacionamiento mediante pago) 
que, como es conocido, no son agentes de la autoridad y, en 
general, se utilizan términos que resultan crípticos o difíciles 
de entender para la ciudadanía. En definitiva, desde aquí 
demandamos más claridad y trasparencia en los modelos 
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que se utilizan para tramitar expedientes sancionadores 
por sanciones de tráfico.

2.3.2.1
Expedientes sancionadores 
abiertos por denuncias de 
agentes de la Guardia Civil

En este Informe sí queremos destacar una actuación que 
hemos llevado a cabo y para la que hemos contando con 
una excelente colaboración de la Agrupación de Tráfico 
de la Guardia Civil en Andalucía así como del Mando de 
Operaciones de la Zona de Andalucía de la Guardia Civil, 
entendiendo que el problema, salvo alguna excepción que 
se pueda plantear, ha quedado resuelto.

El problema era una cuestión competencial, tal y como hemos 
reflejado en distintas quejas. Así, en la queja 13/3881, el 
interesado nos denunciaba que, en el municipio cordobés 
de Villaviciosa de Córdoba, los agentes de la Guardia Civil 
denunciaban las infracciones que se producían en el casco 
urbano, a pesar de que, a su juicio, no tienen competencia 
para ello como agentes de la autoridad. El Ayuntamiento 
tramitaba estas denuncias y las dotaba de “fuerza vinculante 
y carácter probatorio desestimando todas las alegaciones de 
los denunciados y rechazando todas las pruebas sin resolución 
motivada”. 

Denuncias 
de carácter 
voluntario 
formuladas 
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urbanas ajenas 
a su ámbito de 
competencias, 
se encontraban 
indebidamente 
avaladas por 
la presunción 
de haber sido 
hechas por 
agentes de la 
autoridad.

http://www.defensordelpuebloandaluz.es/content/resoluci%25C3%25B3n-sobre-competencias-en-materia-de-tr%25C3%25A1fico
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Ante tales hechos y tras recibir el oportuno informe del 
Ayuntamiento, manifestamos a su Alcaldía-Presidencia que 
nuestra discrepancia radica con la conclusión que se des-
prende del expediente sancionador, según la cual este tipo 
de denuncias de carácter voluntario formuladas por agentes 
de la Guardia Civil en zonas urbanas ajenas a su ámbito de 
competencias, se encuentran avaladas por la presunción de 
haber sido hechas por agentes de la autoridad. 

Debe entenderse que efectivamente el Alcalde, como órgano 
competente a la hora de decidir la tramitación de la denuncia, 
valorará para tomar su decisión el hecho de que se trata de 
un persona experta en la materia, es decir de un agente de la 
autoridad por su condición de guardia civil, pero discrepamos 
claramente con que pueda otorgársele el valor probatorio 
(reconocido en el artículo 75 del Texto Articulado de la Ley 
sobre Tráfico, Circulación de Vehículos a Motor y Seguridad 
Vial), que solamente se le reconoce a las denuncias formuladas 
por los Agentes de la Autoridad encargados de la vigilancia 
del tráfico. Y ello, por cuanto, en las vías urbanas, los agentes 
de la Guardia Civil no son los encargados de la vigilancia del 
tráfico, sino los agentes de la Policía Local. Máxime, cuando 
quedó aclarado que ese municipio no tiene delegadas sus 
competencias en materia sancionadora en la Jefatura Provincial 
de Tráfico.

Por tal motivo, formulamos el oportuno Recordatorio del 
deber legal de observar el contenido de lo dispuesto en 
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diversos preceptos de la legislación sobre la materia, así como 
Recomendación para que se abstuviera de actuar de esta forma 
y proceder a la anulación de la sanción impuesta al reclamante, 
ya que el Ayuntamiento no había delegado sus competencias 
en materia sancionadora en la Jefatura Provincial de Tráfico 
y, por tanto, los agentes de la Guardia Civil no podían realizar 
denuncias como agentes de la autoridad, sino que tenían una 
naturaleza voluntaria.

Pese a ello y la claridad de la normativa de aplicación, el 
Ayuntamiento de Villaviciosa de Córdoba se negó a proceder, 
previos los trámites legales oportunos, a anular la sanción, por 
lo que tuvimos que proceder a incluir la queja en ese Informe 
Anual al Parlamento de Andalucía.

Por el contrario y ante un supuesto similar con motivo de la 
tramitación de la queja 13/5761, el Ayuntamiento almeriense de 
Roquetas de Mar sí aceptó el contenido de nuestra resolución, 
consistente en Recordatorio del deber legal y Recomendación 
de que, a través del procedimiento que resulte procedente, 
se dejara sin efecto la sanción impuesta a la reclamante, toda 
vez que el procedimiento sancionador no fue iniciado por la 
Administración municipal competente para ello, puesto que 
se trata de denuncia formulada por la Guardia Civil en el 
casco urbano de un municipio que no tiene delegadas sus 
competencias en materia sancionadora en la Jefatura Provincial 
de Tráfico, por lo que nos encontraríamos ante una denuncia 
voluntaria con las consecuencias que ello conlleva.

El Ayuntamiento 
nos comunicó 
que aceptaba 
nuestra 
resolución, 
por lo que había 
procedido 
a revisar el 
expediente 
sancionador 
que afectaba 
a la interesada 
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recomendado, 
dejando sin 
efecto la 
sanción que le 
fue impuesta.

http://www.defensordelpuebloandaluz.es/content/pedimos-dejar-sin-efecto-la-sanci%25C3%25B3n-de-tr%25C3%25A1fico-por-irregularidades-en-el-procedimiento
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La Guardia 
Civil 
compartía 
la existencia 
del problema 
que puede 
originar la 
formulación 
de denuncias 
de tráfico y 
entrega de 
ellas a los 
denunciados 
por miembros 
de la Guardia 
Civil en cascos 
urbanos.

Tras esta resolución, el Ayuntamiento nos comunicó que 
aceptaba nuestra resolución, por lo que había procedido 
a revisar el expediente sancionador que afectaba a la 
interesada en el sentido recomendado, dejando sin efecto 
la sanción que le fue impuesta.

Como quiera que se trataba de un problema que se pre-
sentaba año tras año, decidimos mantener una entrevista 
con el Subsector de Tráfico de la Guardia Civil en Andalucía, 
en la que se nos manifestó, en síntesis, que, efectivamen-
te, reconocían la existencia del problema que supone la 
formulación de denuncias de tráfico y entrega de ellas 
a los denunciados por miembros de la Guardia Civil en 
cascos urbanos fuera de su ámbito de competencias y que, 
conscientes de ello, habían estudiado la cuestión, teniendo 
previsto establecer un modelo de actas-denuncia en los que 
la Guardia Civil informaría a los Ayuntamientos competentes 
de las infracciones de tráfico que, en el ejercicio de sus 
funciones de seguridad, pudieran advertir a los efectos de 
la posible tramitación de expedientes sancionadores por 
parte municipal si ello resultaba procedente.

En cualquier caso, consideraban que, más que un problema 
del Subsector de Tráfico, cuyos miembros tienen un mayor 
conocimiento de sus ámbitos de competencia en vías no 
urbanas o travesías de municipio por carreteras provinciales, 
autonómicas o estatales, así como de aquellos municipios 
en los que se les han delegado las competencias por no 
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disponer de policía local, era una cuestión que afectaba a 
los restantes miembros de la Guardia Civil, por lo que se 
había preparado un informe para aclarar este asunto al 
General de la Guardia Civil de Andalucía.

En esta reunión, se comprometieron a informarnos de las 
actuaciones que realizaran sobre esta cuestión. Fruto de 
este compromiso, a principios de Noviembre, el Mando 
de Operaciones de la Zona de Andalucía de la Guardia 
Civil nos ha dado traslado de las instrucciones que se han 
remitido a todas las Unidades de la Guardia Civil de la Zona 
de Andalucía por el que se determina qué formato utilizar 
para la confección de una denuncia y cuál es la autoridad 
competente para la tramitación del oportuno expediente 
sancionador. Siempre según esta información, se diferencia 
de esta manera, por un lado, el boletín de denuncia que 
se entrega al denunciado -y que da inicio al procedimiento 
sancionador- del acta por infracción, distinguiendo también 
por materia competencial entre aquellos que lo son del 
Ministerio del Interior y aquellas otras atribuidas a los munici-
pios, excepto en los casos en que hayan sido expresamente 
asumidas las competencias por las Jefaturas Provinciales de 
Tráfico por delegación municipal.

A la vista de ello, entendemos que el problema se encuentra 
claramente en vías de solución gracias a la colaboración de 
la Agrupación de Tráfico de la Guardia Civil en Andalucía.
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2.3.2.2
Dilaciones en la tramitación de expedientes 
de recursos en vía ejecutiva.

En este tema queremos destacar las quejas que nos han llegado por retrasos en la 
tramitación de los expedientes por parte del Ayuntamiento de Sevilla. Así, el interesado de 
la queja 13/3943 nos exponía que presentó recurso administrativo contra la resolución 
del expediente sancionador abierto por el Ayuntamiento de Sevilla tras imponerle una 
multa de tráfico al vehículo propiedad de su empresa. Cuando notificaron por primera 
vez la multa a la empresa, alegó que él era el conductor habitual, pero sin responderle 
nada embargaron la cantidad de la cuenta corriente de la empresa.

En la queja 13/4160, la interesada se dirigió a esta Institución manifestando que había 
recibido, cuando ya se encontraban en vía ejecutiva, la notificación de la imposición de 
siete multas por aparcar, en lugar señalizado como de estacionamiento con limitación 
horaria sin ticket o distintivo de residente válido, sin que hubiera recibido ninguna 
notificación por parte del Ayuntamiento de Sevilla en fechas anteriores. Siempre según 
la interesada, las sanciones correspondían a los primeros días del mes de noviembre 
de 2011, cuando el Ayuntamiento cambió el Plan Centro y que, además, en esas fechas 
ella se encontraba tramitando el distintivo de residente. A pesar de haber presentado 
los oportunos recursos para paralizar el expediente, en mayo de 2013 se le embargó 
de su cuenta la cantidad de 232,25 euros.

El interesado de la queja 13/6458 nos indicaba en su escrito de queja que estacionó 
su vehículo en una zona autorizada para ello, al ser vecino del barrio sevillano de Los 
Remedios. Sin embargo, cuando días después quiso utilizar el vehículo se encontró con 
que el mismo había sido sancionado porque, sin previo aviso, se había colocado una 
placa de prohibido estacionar vehículos durante la semana de feria. Hasta transcurrido 

http://www.defensordelpuebloandaluz.es/content/pedimos-medidas-para-evitar-retrasos-en-la-resoluci%25C3%25B3n-de-reclamaciones-ciudadanas-por-sanci%25C3%25B3
http://www.defensordelpuebloandaluz.es/content/pedimos-medidas-para-evitar-los-retrasos-en-las-reclamaciones-ciudadanas-de-tr%25C3%25A1fico
http://www.defensordelpuebloandaluz.es/content/pedimos-al-ayuntamiento-m%25C3%25A1s-agilidad-para-evitar-retrasos-en-la-tramitaci%25C3%25B3n-de-reclamaciones
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un año no llegó a su domicilio la primera notificación de la 
sanción impuesta (según el interesado “argumentan que el 
cartero lo intentó en el mes de Agosto, pero que de 20 vecinos, 
ninguno le abrió la puerta y la notificación se da por hecha 
perdiéndose el certificado y ninguno llegando al buzón”), ya 
en fase ejecutiva, con recargo y en vía de apremio, sin 
posibilidad de reclamar ni poder utilizar el “pronto pago 
(505 del valor)”. Interpuso recurso de reposición, que fue 
desestimado, y Reclamación Económico-Administrativa, 
pero en ningún caso obtuvo respuesta. Sólo respondió 
el Ayuntamiento cuando interpuso “un segundo recurso de 
reposición interpuesto el 4-3-13, ignorando deliberadamente 
que el procedimiento había CADUCADO con respecto a ley, con 
la mera intención de recaudar, incumpliendo la Ley, el Derecho 
y los trámites administrativos”.

En el caso de la queja 13/6583, la interesaba planteaba en 
su escrito de queja que, en octubre de 2011, le fue impuesta 
una multa de tráfico por parte de los agentes de la Policía 
Local del Ayuntamiento de Sevilla por mal estacionamiento. 
Tras presentar las oportunas alegaciones, el Ayuntamiento 
las desestimó resolviendo en firme la sanción. También 
recurrió esta resolución, pero también fue desestimada, 
por lo que, finalmente, recibió Diligencia de Embargo de 
su cuenta corriente, embargándole la cantidad de 333,93 
euros. Contra esta Diligencia de Embargo presentó recla-
mación económico-administrativa en septiembre de 2013, 

Presentó 
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http://www.defensordelpuebloandaluz.es/content/recomendamos-que-se-apliquen-medidas-para-evitar-retrasos-en-la-resoluci%25C3%25B3n-de-reclamaciones
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pero, al momento de presentar la 
queja (15 meses después), aún no 
había recibido respuesta del Tribunal 
Económico-Administrativo del Ayun-
tamiento de Sevilla.

Como respuesta, el Presidente del 
Tribunal Económico-Administrativo 
nos informó que la reclamación 
del interesado en la queja 13/3943 
tuvo entrada en el citado Tribunal el 
pasado 22 de abril de 2013 y que, 
en lo que respecta a la interesada 
de la queja 13/4160, tuvo entrada 
en el citado Tribunal el pasado 4 de 
Marzo de 2013, añadiendo que no se 

ha entrado todavía de ellas dado que, en aquellos momentos, se estaban resolviendo 
las reclamaciones presentadas a mediados de 2011 (en los dos primeros expedientes, 
los escritos de respuesta del Tribunal Económico Administrativo tenían fecha de salida 
septiembre de 2013, pero en los otros dos, la fecha era abril de 2014 y aún continuaban 
estudiando los expedientes de “mediados de 2011”). Se atribuía esta demora al volumen 
de reclamaciones presentadas y la necesidad de guardar un orden riguroso de incoación 
de acuerdo con la normativa procedimental que se cita.

Es decir, reconocían que se estaban produciendo, en definitiva, retrasos de más de 
dos años y que atribuían al gran volumen de reclamaciones presentadas. Ante esta 
información, manifestábamos que no nos encontramos, por tanto, ante una situación 
excepcional, sino más bien ante un problema estructural que exigiría la adopción 
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de medidas para que el Tribunal Económico-Administrativo tenga una capacidad de 
respuesta adecuada a las numerosas reclamaciones que previsiblemente pueden 
ocasionar el elevado volumen de expedientes sancionadores tramitados, de forma que 
exista una efectiva proporcionalidad entre los medios sancionadores y los medios de 
resolución de los recursos que, legítimamente, formula la ciudadanía.

Por todo ello, formulamos a la Alcaldía-Presidencia del Ayuntamiento de Sevilla Re-
cordatorio de los deberes legales contenidos en los artículos 103.1 de la Constitución 
Española, 31 del Estatuto de Autonomía para Andalucía y 3 de la Ley de Régimen 
Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común, 
conforme a los cuales la actividad administrativa debe regirse por los principios de 
eficacia, eficiencia, servicio al ciudadano, con sometimiento pleno a la Ley y al Derecho, 
e impulsar de oficio los procedimientos en todos sus trámites.

Así como Recomendación de que, por parte de la Alcaldía, de acuerdo con las atribuciones 
que le otorga el art. 21.1 a) de la Ley 7/1985, de 2 de abril, Reguladora de las Bases de 
Régimen Local, en cuanto a la dirección del gobierno y la Administración Municipal, se 
adopten las medidas que procedan para dotar al Tribunal Económico-Administrativo de 
los medios suficientes que permitan evitar los retrasos estructurales que se producen 
en la tramitación y resolución de las reclamaciones económico-administrativas que se 
presentan por parte de la ciudadanía.

En la respuesta que nos remitió el Ayuntamiento se exponían, en síntesis, las objeciones 
legales y las dificultades de índole presupuestaria que han originado una merma 
considerable en el número real de empleados con que están dotados los servicios no 
esenciales del Ayuntamiento, lo que no ha impedido que se haya dotado al Tribunal 
Económico-Administrativo con un nuevo técnico durante el último año y que sus 
vocalías se encuentren plenamente cubiertas.
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Sin embargo, para esta Institución lo cierto es que la satu-
ración del Tribunal Económico-Administrativo a la hora de 
dictar las resoluciones procedentes en las reclamaciones 
económico-administrativas que formula la ciudadanía, origi-
naba unos retrasos medios de dos años aproximadamente 
en su emisión.

Si partimos del hecho de que el plazo de resolución de 
las reclamaciones económico-administrativas es de un 
año para el procedimiento general y de seis meses para 
el procedimiento abreviado, es claro que dichos plazos 
se están sobrepasando ampliamente, sin que exista una 
causa excepcional que lo justifique, dado que se trata de 
retrasos estructurales y permanentes que se vienen dando 
desde hace años. Ello determina que la ciudadanía, a la que 
se exige un cumplimiento riguroso de los plazos a la hora 
de formular sus alegaciones, recursos o reclamaciones, 
tiene que esperar durante al menos dos años para que sus 
reclamaciones se vean resueltas. 

Por tanto, dado que, aunque argumentadamente, no se 
nos anuncian medidas efectivas y adecuadas para dar 
solución a los aludidos retrasos de resolución estructurales 
y permanentes del Tribunal Económico-Administrativo, no 
podíamos entender que se hubiera aceptado la resolución 
dictada por esta Institución, por lo que procedimos a incluir 
las cuatro quejas en el Informe Anual al Parlamento de 
Andalucía.

No podíamos 
entender que 
se hubiera 
aceptado la 
resolución 
dictada 
por esta 
Institución, 
por lo que 
procedimos 
a incluir las 
cuatro quejas 
en el Informe 
Anual al 
Parlamento 
de Andalucía.




